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TEEA-018-RAP/2023 Y ACUMULADOS




RECURSO DE APELACIÓN Y JUICIOS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA.
EXPEDIENTES: TEEA-RAP-018/2023 Y ACUMULADOS.
PARTE RECURRENTE: Partido Acción Nacional y otros.
AUTORIDAD RESPONSABLE: Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.
MAGISTRATURA PONENTE: Héctor Salvador Hernández Gallegos.
SECRETARIADO DE ESTUDIO: Daniela Vega Rangel. 
COLABORÓ: Ericka Ivette Rodríguez Martínez y Diego Felipe Valadez Gómez.

Aguascalientes, Aguascalientes, a cuatro de enero del dos mil veinticuatro.
[bookmark: _Hlk154752538]Sentencia que, por una parte, desecha de plano las demandas de los medios de impugnación que corresponden a los expedientes TEEA-JDC-028/2023, TEEA-JDC-029/2023 y TEEA-JDC-030/2023, ya que se presentaron de manera extemporánea, y por otra, confirma en lo que fue materia de impugnación en el expediente TEEA-RAP-018/2023, el Acuerdo CG-A-59/23, de fecha diez de diciembre del dos mil veintitrés, mediante el cual, el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes (AUTORIDAD RESPONSABLE), aprobó la adenda a los Lineamientos del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados, y su Anexo Único (ACTO IMPUGNADO/RECLAMADO).
Las fechas enunciadas deben entenderse referidas al año dos mil veintitrés, salvo señalamiento expreso en contrario.
I. ANTECEDENTES
De las constancias de autos y de las afirmaciones realizadas por las partes promoventes, se advierten los siguientes hechos relevantes:
1. Proceso Electoral Local 2023-2024. 
El cuatro de octubre, inició el Proceso Electoral Concurrente 2023-2024 en el Estado de Aguascalientes, en el que se renovarán 27 Diputaciones y 11 Ayuntamientos.[footnoteRef:1] [1:  Sesión Extraordinaria del Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes] 

2. Acuerdo CG-A-47/23. 
El veintisiete de octubre, la AUTORIDAD RESPONSABLE emitió el Acuerdo identificado con la clave CG-A-47/23, mediante el cual se aprobaron los lineamientos para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes.[footnoteRef:2] [2:  Disponible para su consulta en https://www.ieeags.mx/media/sesiones/2023-10-27/CG-A-47/23/11._CG-A-47-23_Acuerdo_Lineamientos_GAP_candidaturas.pdf ] 

3. Sentencia dictada en el expediente número TEEA-RAP-012/2023 y acumulados. 
El veinticuatro de noviembre, este Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes (TRIBUNAL ELECTORAL) dictó sentencia en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados, en la cual, modificó en lo que fue materia de impugnación, el Acuerdo CG-A-47/23, ordenando a la AUTORIDAD RESPONSABLE que dentro del término de diez días, realizara una recopilación exhaustiva para determinar la densidad poblacional indígena en el Estado de Aguascalientes, solicitando datos al INE de la población indígena en el Estado y Municipios, así como al INEGI y otras autoridades que considerara pertinentes, y conforme a los datos obtenidos, garantizando las reglas de paridad, considerara las cuotas correspondientes y realizara las adecuaciones pertinentes al acuerdo impugnado y a los lineamientos respectivos, y en su caso, destinara las fórmulas correspondientes a favor de las personas indígenas; además, una vez concluido el proceso electoral 2023-2024, respetando el principio de progresividad, realizara las consultas sobre los grupos de atención prioritaria, sobre los cuales pretenda implementar algún tipo de acción afirmativa en su beneficio, atendiendo a los parámetros establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y los Organismos Interamericanos en materia de consultas.[footnoteRef:3] [3:  Disponible para su consulta en https://teeags.mx/category/estrados-electronicos/?d=L1JlY3Vyc28gZGUgQXBlbGFjacOzbiAoUkFQKS9SQVBfMjAyMy9SQVBfMDEyXzIwMjMgWSBBQ1VNVUxBRE8%3D&m1dll_index_get=0 ] 

4. Sesión Extraordinaria de la AUTORIDAD RESPONSABLE. 
En sesión extraordinaria celebrada el diez de diciembre, la AUTORIDAD RESPONSABLE aprobó el “ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL, MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA LA ADENDA A LOS LINEAMIENTOS DEL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL DE AGUASCALIENTES, PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE ACCIONES AFIRMATIVAS EN FAVOR DE LOS GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA EN LA POSTULACIÓN DE CANDIDATURAS, EN EL PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE 2023-2024 EN AGUASCALIENTES, EN CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DICTADA POR EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES EN EL EXPEDIENTE IDENTIFICADO CON LA CLAVE TEEA-RAP-012/2023 Y ACUMULADOS”, identificado con la clave alfanumérica CG-A-59/23, y su Anexo Único.[footnoteRef:4] [4:  Disponible para consulta en https://www.ieeags.mx/media/sesiones/2023-12-10/CG-A-59/23/1._CG-A-59-23_Acuerdo_Adenda_Lineamientos_GAP.pdf ] 

5. Juicio de Revisión Constitucional SM-JRC-52/2023. 
[bookmark: _Hlk155030715]Inconforme, el catorce de diciembre, el Partido Acción Nacional (PARTE RECURRENTE), presentó per saltum Juicio de Revisión Constitucional, dirigido a la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Segunda Circunscripción Electoral Plurinominal, con sede en Monterrey, Nuevo León (SALA MONTERREY), en contra del Acuerdo precisado en el numeral anterior, el cual se registró con el número de expediente SM-JRC-52/2023.
6. Publicación del Acuerdo CG-A-59/23 en el Periódico Oficial del Estado de Aguascalientes.
El ACTO IMPUGNADO se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Aguascalientes (PERIÓDICO OFICIAL) el dieciocho de diciembre.[footnoteRef:5]  [5:  Consultable en https://eservicios2.aguascalientes.gob.mx/PeriodicoOficial/web/viewer.html?file=../Archivos/10070.pdf#page=57 ] 

7. Acuerdo Plenario de Reencauzamiento. 
Mediante Acuerdo dictado el veintiuno de diciembre en el expediente SM-JRC-52/2023, la SALA MONTERREY determinó reencauzar a este TRIBUNAL ELECTORAL el medio de impugnación presentado por el Partido Acción Nacional.
8. Recepción, turno y radicación del Recurso de Apelación TEEA-RAP-018/2023. 
El veintiuno de diciembre, la SALA MONTERREY remitió a este TRIBUNAL ELECTORAL las constancias que integran el Juicio de Revisión Constitucional SM-JRC-52/2023; mismo que fue recibido por este TRIBUNAL ELECTORAL el veintitrés de diciembre.
En fecha veintitrés de diciembre se turnó el medio de impugnación en cuestión, a la Ponencia del Magistrado Presidente, Héctor Salvador Hernández Gallegos,[footnoteRef:6] radicándolo el veinticuatro siguiente.[footnoteRef:7]  [6:  Foja 001 del expediente]  [7:  Foja 179 del expediente] 

9. Admisión y cierre de instrucción.
El veintisiete de diciembre, la Magistratura Instructora admitió el medio de impugnación referido en el numeral anterior y al no existir trámite pendiente por desahogar, ordenó el cierre de instrucción.[footnoteRef:8] [8:  Foja 182 del expediente] 

10. Recursos de Apelación. 
El veintiséis de diciembre, Hugo Estrada Domínguez y ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL[footnoteRef:9] (PARTES PROMOVENTES), presentaron medios de impugnación en contra del Acuerdo CG-A-59/23, en virtud de que a su consideración, la AUTORIDAD RESPONSABLE: i) vulneró los principios de participación política efectiva, igualdad y no discriminación, legalidad y certeza, al no establecer el distrito electoral en el que habrá de registrarse la candidatura a diputación en favor de las personas pertenecientes a pueblos y/o comunidades indígenas, así como tampoco establece en qué número de la lista de diputaciones por representación proporcional deben postularse estas candidaturas; y ii) omitió considerar en dicho acuerdo a personas jóvenes en las cuotas y/o acciones afirmativas para los cargos de elección popular, respectivamente. [9:  Testado por contener datos personales que hacen a personas físicas identificables, por lo que se apreciará la leyenda: ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL; con fundamento en los Artículos 16, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 23, 68, fracción VI y 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como el artículo 3, fracción IX y 31, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.] 

11. Recepción, reencauzamiento, acumulación, turno y radicación de los Recursos de Apelación.
El veintinueve de diciembre, la AUTORIDAD RESPONSABLE remitió a este TRIBUNAL ELECTORAL los Recursos de Apelación presentados por las PARTES PROMOVENTES, así como el informe circunstanciado de los sendos recursos, los cuales se reencauzaron a Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía, se registraron con los números de expediente TEEA-JDC-028/2023, TEEA-JDC-029/2023 y TEEA-JDC-030/2023, y tras advertir la identidad del acto impugnado, así como la pretensión de las PARTES PROMOVENTES, se acordó su acumulación al Recurso de Apelación TEEA-RAP-018/2023. 
El treinta de diciembre, se turnaron los medios de impugnación en cuestión, a la Ponencia a cargo del Magistrado Presidente, Héctor Salvador Hernández Gallegos, radicándolos el uno de enero del dos mil veinticuatro.
II. CONSIDERACIONES
PRIMERA. Jurisdicción y competencia.
Este TRIBUNAL ELECTORAL tiene jurisdicción para resolver los presentes medios de impugnación, al establecerse como el órgano jurisdiccional especializado en materia electoral en el estado de Aguascalientes.[footnoteRef:10]   [10:  Artículos 116, fracción IV, inciso c, párrafo quinto, e inciso l, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 17, apartado B, párrafos primero y quince, de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes.] 

Además, por razón de materia y territorio, es competente para conocer del asunto por tratarse de un Recurso de Apelación y Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía presentados por un Partido Político y personas ciudadanas, para controvertir el Acuerdo emitido por la AUTORIDAD RESPONSABLE, en el que aprobó la adenda a los Lineamientos del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados.
SEGUNDA. Causas de improcedencia. 
Este TRIBUNAL ELECTORAL, de conformidad con el artículo 303 del Código Electoral del Estado de Aguascalientes (CÓDIGO ELECTORAL), tiene el deber de estudiar de oficio las causales de improcedencia que pudieran actualizarse, en razón de que son una cuestión de orden público y de estudio preferente, las aleguen o no las partes, pues de actualizarse alguna de ellas, constituye un obstáculo procesal que impide a este órgano jurisdiccional realizar el estudio de fondo de la cuestión planteada.
Ahora bien, en los informes circunstanciados de los Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía TEEA-JDC-028/2023, TEEA-JDC-029/2023 y TEEA-JDC-030/2023, la AUTORIDAD RESPONSABLE hace valer la causal de improcedencia relativa a cuando los medios de impugnación no se hubieran interpuesto dentro del plazo señalado para tal efecto, es decir, dentro de los cuatro días contados a partir del día de su notificación o aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnado, de conformidad con los artículos 301 y 304, fracción I, del CÓDIGO ELECTORAL.
En consecuencia, este TRIBUNAL ELECTORAL considera que, deben desecharse de plano las demandas presentadas por las PARTES PROMOVENTES, respectivamente, toda vez que se presentaron fuera del plazo de cuatro días establecido en el artículo 301 del CÓDIGO ELECTORAL, según se expone a continuación:
De acuerdo con lo señalado en la fracción III del artículo 303 del CÓDIGO ELECTORAL, los recursos interpuestos se desecharán de plano cuando su improcedencia se derive de las disposiciones de ese ordenamiento.
Por su parte, el artículo 304, fracción I, del citado Código, establece que los recursos serán considerados improcedentes, cuando estos no se hubieran interpuesto dentro del plazo señalado en dicho ordenamiento legal.
A su vez, el artículo 301 del CÓDIGO ELECTORAL dispone que, los recursos previstos en este Código, deberán presentarse dentro de los cuatro días siguientes, contados a partir del día siguiente de su notificación o aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnado.
Asimismo, el artículo 3 de los Lineamientos para la tramitación, sustanciación y resolución del Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano, el Juicio Electoral, y el Asunto General, competencia del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, señala que los plazos y términos tanto para la interposición, como el trámite, sustanciación y resolución del Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía y del Juicio Electoral, son los previstos para los medios de impugnación en el Código Electoral y el Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.
En ese orden de ideas, por lo que hace a los Juicios TEEA-JDC-028/2023 y TEEA-JDC-030/2023, promovidos por Hugo Estrada Domínguez, quien acude por su propio derecho, en su carácter de persona que se auto adscribe como indígena, se presentaron fuera del plazo de cuatro días establecido en el artículo 301 del CÓDIGO ELECTORAL.
Como se advierte de las constancias de autos, el ACTO IMPUGNADO se publicó en el PERIÓDICO OFICIAL el día dieciocho de diciembre, tal como lo reconoció el promovente en sendos escritos de demanda,[footnoteRef:11] por lo que el plazo legal de cuatro días que establece el dispositivo en mención corrió durante los días diecinueve, veinte, veintiuno y veintidós de diciembre, al ser un asunto que guarda relación con el proceso electoral. [11:  Fojas 198 y 308 vuelta del expediente] 

De tal suerte que, si las demandas se presentaron el día veintiséis de diciembre, conforme al plazo computado, es evidente que ello se realizó de forma extemporánea, por lo que se tiene por configurada la causal de improcedencia prevista en el artículo 304, fracción I, del CÓDIGO ELECTORAL y, consecuentemente, deben desecharse de plano las demandas de los medios de impugnación, según lo mandatado en el artículo 303, fracción III, del citado ordenamiento.
Ahora bien, por lo que respecta al Juicio TEEA-JDC-029/2023, promovido por ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL, quien acudió por su propio derecho, en su carácter de persona joven, este se presentó fuera del plazo de cuatro días establecido en el artículo 301 del CÓDIGO ELECTORAL.
Como se advierte del escrito de demanda, la persona promovente se duele de la omisión de la AUTORIDAD RESPONSABLE de establecer acciones afirmativas para las personas jóvenes[footnoteRef:12], sin embargo, el acto que pretende impugnar es el acuerdo referente a la aprobación de la adenda a los Lineamientos del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el Proceso Electoral Concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por este TRIBUNAL ELECTORAL en el expediente TEEA-RAP-012/2023 y acumulados; el cual, únicamente versa sobre las acciones afirmativas implementadas por la AUTORIDAD RESPONSABLE, en favor de personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas. [12:  Foja 279 del expediente] 

De lo anterior, es posible advertir que entonces, la persona promovente debió impugnar el Acuerdo CG-A-47/23, mediante el cual se aprobaron los lineamientos para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes[footnoteRef:13], emitido por la AUTORIDAD RESPONSABLE el veintisiete de octubre, no así el ACTO IMPUGNADO. [13:  Disponible para su consulta en https://www.ieeags.mx/media/sesiones/2023-10-27/CG-A-47/23/11._CG-A-47-23_Acuerdo_Lineamientos_GAP_candidaturas.pdf ] 

Por lo que el plazo legal de cuatro días que establece el dispositivo 301 del CÓDIGO ELECTORAL corrió durante los días veintiocho, veintinueve, treinta y treinta y uno de octubre, al ser un asunto que se relaciona con el proceso electoral.
De tal suerte que, si la demanda se presentó el día veintiséis de diciembre, conforme al plazo computado, es evidente que ello se realizó de forma extemporánea, por lo que se tiene por configurada la causal de improcedencia prevista en el artículo 304, fracción I, del CÓDIGO ELECTORAL y, consecuentemente, debe desecharse de plano la demanda del medio de impugnación presentada por ELIMINADO: DATO PERSONAL CONFIDENCIAL, según lo mandatado en el artículo 303, fracción III, del citado ordenamiento.
[bookmark: _Hlk129853574][bookmark: _Hlk71478344]Por ende, lo procedente es desechar de plano los Juicios TEEA-JDC-028/2023, TEEA-JDC-029/2023 y TEEA-JDC-030/2023, por haber sido presentados de manera extemporánea. 
TERCERA. Procedencia del Recurso de Apelación TEEA-RAP-018/2023.
Respecto a la demanda del Recurso de Apelación, se considera que cumple con los requisitos de procedencia previstos en los artículos 302 y 307, fracción I, del CÓDIGO ELECTORAL.
1. Forma. El recurso cumple el presente requisito porque: a) fue presentado por escrito ante la AUTORIDAD RESPONSABLE, b) hace constar el nombre de la PARTE RECURRENTE, c) identifica el acto impugnado; y, d) se enuncian los hechos y agravios en los que se basa su impugnación, así como los preceptos presuntamente violados.
2. Oportunidad. El medio de impugnación fue presentado en tiempo y forma, ya que el ACTO RECLAMADO fue notificado a la PARTE RECURRENTE el diez de diciembre, y el Recurso de Apelación se presentó ante la AUTORIDAD RESPONSABLE el catorce de diciembre, por tanto, fue interpuesto dentro del plazo legal de cuatro días.[footnoteRef:14]  [14:  Artículos 300, primer párrafo y 301, del CÓDIGO ELECTORAL.] 

3. Legitimación y personería. El medio de impugnación fue interpuesto por el Representante Suplente del Partido Acción Nacional ante el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, carácter que es reconocido por la AUTORIDAD RESPONSABLE. 
4. Definitividad. También se cumple este requisito, porque la ley electoral prevé que el Recurso de Apelación es el medio idóneo para combatir el acto impugnado.
CUARTA. Pretensión. 
Del escrito de demanda se advierte que la pretensión de la PARTE RECURRENTE es, que se revoque el ACTO RECLAMADO, al considerar que la AUTORIDAD RESPONSABLE se excedió en sus facultades reglamentarias, pues considera que arbitrariamente impuso reglas antijurídicas e inconstitucionales, que violan la autodeterminación de los partidos políticos, así como el principio de reserva de ley, además de que en el Estado de Aguascalientes no se encuentra una comunidad indígena que alcance el mínimo indispensable para obtener una representación. 
QUINTA. Acto reclamado. 
Lo constituye el Acuerdo CG-A-59/23 de fecha diez de diciembre en el que la AUTORIDAD RESPONSABLE aprobó la adenda a los Lineamientos para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados, así como su Anexo Único.
SEXTA. Síntesis de agravios. 
[bookmark: _Hlk150617271]En esencia la PARTE RECURRENTE, esgrime los siguientes motivos de disenso:[footnoteRef:15]  [15:  Jurisprudencia 3/2000, de rubro “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIETE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR”, consultable en la Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 4, Año 2001, página 5; Jurisprudencia 2/98, de rubro “AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL”, consultable en la Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 2, Año 1998, páginas 11 y 12.] 

a) El ACTO IMPUGNADO carece de debida fundamentación y motivación, ya que la AUTORIDAD RESPONSABLE no realizó un análisis pormenorizado de los conceptos y condiciones necesarias propias de una comunidad indígena;
b) La AUTORIDAD RESPONSABLE carece de facultades para determinar o imponer una cuota o número de representaciones, ya que la participación de Grupos de Atención Prioritaria en el Proceso Electoral 2023-2024 en Aguascalientes, debe tener el soporte suficiente que justifique la legal participación de la representación correspondiente, siempre y cuando se cuente con el porcentaje poblacional o número de personas pertenecientes a cierta comunidad específica y que esta forme parte de los grupos definidos como prioritarios;
c) La AUTORIDAD RESPONSABLE carece de competencia para aprobar dichos lineamientos, puesto que pretende atribuirse facultades reservadas al Congreso Local;
d) El ACTO RECLAMADO resulta violatorio del principio de reserva de ley, ya que invade el ámbito constitucional de competencias del órgano legislativo;
e) El ACTO RECLAMADO resulta violatorio de los principios de auto organización y autodeterminación de los partidos políticos que implica la facultad de establecer su propio régimen de organización al interior de la estructura; lo que conlleva al detrimento de los derechos y prerrogativas que la legislación en materia electoral otorga a los partidos políticos, haciendo nugatorio el derecho a realizar procesos internos adecuados;
f) El ACTO RECLAMADO es extemporáneo, violentando los principios constitucionales y el principio de legalidad, puesto que ha transcurrido en exceso el término de noventa días previos a que inicie el proceso electoral actual;
g) El porcentaje de la población que existe en el Estado, que se autopercibe como indígena, no cumple con el mínimo necesario para acceder a una representación directa de acuerdo al porcentaje requerido según la nueva distritación emitida en el Acuerdo INE/CG867/2022 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral (INE), pues en su Anexo 1 se determinó que no se cumplía con los requisitos para que existiera un distrito indígena, en consecuencia, la Autoridad Responsable excede sus facultades al señalar un criterio diverso y contrario a lo establecido por el INE.
SÉPTIMA. Metodología. 
Los agravios que expone el PARTIDO RECURRENTE, serán analizados de acuerdo con los temas expuestos en estos; en el entendido que los agravios comunes se analizarán de manera conjunta, lo que no genera perjuicio alguno, pues lo trascendente es que serán estudiados todos sus planteamientos.[footnoteRef:16] [16:  Conforme al criterio sustentado por la SALA SUPERIOR en la jurisprudencia 4/2000, de rubro: “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”.] 

OCTAVA. Estudio de fondo.
1. Caso concreto.
La AUTORIDAD RESPONSABLE, aprobó la adenda a los Lineamientos del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados, con la finalidad de establecer las reglas aplicables para la implementación de acciones afirmativas en favor de persona pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, cuya participación en la vida política ha sido histórica y estructuralmente denegada, limitada o excluida. 
2. Marco normativo.
El artículo 116, fracción IV, inciso c) de la Constitución Federal, señala que, de conformidad con las bases establecidas en esa Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral, garantizarán que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones gocen de autonomía en su funcionamiento, e independencia en sus decisiones.
[bookmark: _Hlk126102699][bookmark: _Hlk128005773]Por su parte, el artículo 98, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE), señala que los Organismos Públicos Locales (OPLES) están dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios. Gozarán de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la Constitución Federal, y de la LEGIPE, las constituciones y leyes locales. Serán profesionales en su desempeño. Se regirán por los principios de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad.
Asimismo, los OPLES son autoridad en la materia electoral, en los términos que establece la Constitución Federal, la LEGIPE y las leyes locales correspondientes.
Al respecto, el articulo 17 base B de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes (Constitución Local), dispone que el Instituto Electoral, como ente de interés público, será autoridad en la materia, actuará con autonomía en su funcionamiento, en el ejercicio de su presupuesto y con independencia en sus decisiones, y contará con un órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis consejeros electorales, con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido político contará con un representante en dicho órgano.
Ergo, el artículo 66 del Código Electoral, expresa que el Instituto Electoral es un organismo público dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, así como profesional en su desempeño; gozará de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones y es el depositario del ejercicio de la función estatal de organizar las elecciones, así como los procesos de participación ciudadana y la educación cívica en el Estado, en los términos de las leyes de la materia. Sus principios rectores serán la certeza, la legalidad, la imparcialidad, la independencia, máxima publicidad, definitividad y objetividad, paridad y se realizarán con perspectiva de género.
Por su parte, el artículo 104, numeral 1, inciso a) de la LEGIPE, establece que corresponde a los Organismos Públicos Locales aplicar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, criterios y formatos que, en ejercicio de las facultades que le confiere la Constitución y esta Ley, establezca el Instituto.
A su vez, el artículo 7, numeral 1, fracción I, del Reglamento Interior del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, señala que, para el cumplimiento de sus atribuciones, corresponde al Consejo expedir los reglamentos, lineamientos, criterios y demás normatividad interna necesaria para el buen funcionamiento y cumplimiento de los fines del Instituto Electoral.
3. Contestación de agravios. 
Por cuestión de metodología, los agravios serán atendidos en el orden necesario para su resolución:[footnoteRef:17] [17:  Son aplicables las jurisprudencias con números de registro digital 2011406 y 167961, sustentadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de idéntico rubros: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO”.] 

Los agravios identificados con los incisos c) y d), tocantes al principio de reserva de ley que la PARTE RECURRENTE estima vulnerado, al señalar que la AUTORIDAD RESPONSABLE pretende establecer lineamientos, siendo que la legislación no le otorga dichas facultades; además, no le autoriza para legislar del tema, ya que pretende ampliar requisitos no establecidos en la legislación electoral, imponiendo cargas impositivas, atribuyéndose facultades reservadas al Congreso del Estado de Aguascalientes, ya que en el artículo 143 del CÓDIGO ELECTORAL ya se encuentra establecido el sesgo que deben realizar los partidos políticos y coaliciones.
Estos agravios se califican como infundados, por las siguientes razones:
Referente al principio de reserva de ley, la SUPREMA CORTE ha establecido que este se presenta cuando una norma constitucional reserva expresamente a la ley la regulación de determinada materia, excluyendo así la posibilidad de que los aspectos de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, es decir, la legislatura ha de establecer por sí misma la regulación de la materia determinada[footnoteRef:18] y, la materia reservada no puede ser regulada por otros órganos mediante la emisión de normas secundarias, como reglamentos, acuerdos y lineamientos. [18:  Jurisprudencia P./J. 30/2007, registro digital 172521, de la Novena Época, Materia Constitucional, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1515, de rubro “FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES”.] 

En ese sentido, el ACTO IMPUGNADO está encaminado a dar cumplimiento al principio de igualdad y no discriminación, establecido en el artículo 1° de la CONSTITUCIÓN FEDERAL, pues la AUTORIDAD RESPONSABLE implementó medidas que fortalecen la dimensión sustantiva del derecho a la igualdad jurídica de las personas que pertenecen a grupos en situación de vulnerabilidad frente al resto de la ciudadanía que no se encuentra en ninguna de las categorías sospechosas -en el caso, las personas pertenecientes a la comunidad indígena-, a fin de que las personas pertenecientes a estos grupos tengan condiciones reales de participar políticamente y de acceder a cargos de elección popular.[footnoteRef:19] [19:  SUP-RAP-121/2020 y acumulados] 

Atendiendo a lo anterior, y toda vez que las acciones afirmativas no están reservadas a la legislatura, sino que atienden al mandato del artículo 1° constitucional, no existe la violación al principio de reserva de ley alegado por la PARTE RECURRENTE, pues la AUTORIDAD RESPONSABLE tiene facultad de emitir acuerdos generales, así como lineamientos o reglamentos de carácter general que regulen aspectos que tengan como fin la salvaguarda de los principios constitucionales, en el caso, el de igualdad y no discriminación en la conformación del Congreso Local y los Ayuntamientos del Estado de Aguascalientes.[footnoteRef:20] [20:  Así se consideró en los expedientes TEEA-RAP-009/2023 Y ACUMULADOS y TEEA-RAP-012/2023 Y ACUMULADOS, del índice de este Tribunal Electoral] 

Lo que es acorde con lo establecido por la SALA SUPERIOR en el sentido de que diversos principios constitucionales se pueden hacer efectivos mediante criterios interpretativos que potencialicen derechos fundamentales, a efecto de que estos se proyecten como auténticos mandatos de optimización.[footnoteRef:21] [21:  SUP-RAP-121/2020 y acumulados] 

Por lo que hace al agravio identificado con el inciso e), la PARTE RECURRENTE manifiesta que se violentó el Principio de autoorganización y autodeterminación de los partidos políticos, contenida en los artículos 41, base primera, tercer párrafo, de la CONSTITUCIÓN FEDERAL, 22, apartado 5, 24, párrafo, inciso a), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (sic), y 2, apartado 2, de la Ley General de Medios de Impugnación en Materia Electoral, los cuales contienen la libertad de autoorganización y autodeterminación de los partidos políticos, que implica la facultad de establecer su propio régimen de organización al interior de la estructura, con el objetivo de darle identidad partidaria y hacer posible la participación política para la consecución de los fines constitucionalmente encomendados; situación que conlleva al detrimento de los derechos y prerrogativas que la legislación en materia electoral le otorga a los partidos políticos, haciendo nugatorio el derecho a realizar procesos internos adecuados.
Refiriendo además que, los partidos políticos poseen la facultad de determinarse, al amparo jurídico de su normatividad, conforme a la cual, determinarán cómo serán sus postulaciones, acorde a sus estatutos o acuerdos, por lo que el ACTO IMPUGNADO vulnera el ejercicio de los partidos, limitando la participación de la sociedad y de sus militantes.
El agravio que ahora se analiza, resulta infundado, atendiendo a las siguientes consideraciones:
La expedición del ACTO IMPUGNADO no constituye una intromisión en la vida interna de los partidos políticos como erróneamente lo refiere la PARTE RECURRENTE, ya que, conforme a la CONSTITUCIÓN FEDERAL, los partidos políticos son entidades de interés público, y la ley determinará las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden;[footnoteRef:22] en consecuencia, el principio de autodeterminación de los partidos políticos no es absoluto, sino que coexiste con otros principios que rigen la materia electoral, guardando armonía y coherencia con el modelo de protección y maximización de los derechos humanos y por tanto, que contribuyan a la vida democrática, al posibilitar a los partidos políticos para que las personas pertenecientes a los grupos de atención prioritaria puedan formar parte de sus órganos de gobierno y acceder a cargos de elección popular. [22:  Artículo 41°, fracción I, primer párrafo de la Constitución Federal] 

Como lo ha sostenido este TRIBUNAL ELECTORAL,[footnoteRef:23] si bien es cierto que los institutos políticos tienen el derecho de determinar las normas que regulen su organización interna, así como los procedimientos para llevar a cabo la selección de sus candidaturas a los cargos de elección popular, tales facultades encuentran su límite y deben armonizarse con el principio constitucional de igualdad y no discriminación. [23:  Ver TEEA-RAP-009/2023 Y ACUMULADOS y TEEA-RAP-012/2023 Y ACUMULADOS] 

Al respecto, es importante destacar que el marco normativo en la materia, establece la obligación hacia los partidos políticos de promover y garantizar la igualdad de oportunidades entre todas las personas, evitando cualquier tipo de discriminación que atente contra la dignidad humana -en el presente asunto, aquella motivada por el origen étnico-, por tal motivo, el ACTO IMPUGNADO, no representa un menoscabo a la vida interna de los mismos, sino que se trata de medidas temporales que coadyuvan al cumplimiento del mandato de igualdad sustantiva y no discriminación. 
Lo cual, lejos de vulnerar la vida interna de los institutos políticos, la norma cuestionada lo que intenta es armonizarla con una de las finalidades y obligaciones que le son propias, lo que no puede estimarse como un menoscabo, o bien, como una imposición de la igualdad y no discriminación sobre la vida interna de los partidos, sino como una coexistencia sana de principios dentro de los procesos de selección de candidaturas.[footnoteRef:24] [24:  Ver TEEA-RAP-009/2023 Y ACUMULADOS y TEEA-RAP-012/2023 Y ACUMULADOS
] 

Ahora bien, tal como lo precisa el artículo 34 de la LEY GENERAL DE PARTIDOS, a efecto de cumplir con lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la Base I del artículo 41 de la Constitución, los asuntos internos de los partidos políticos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en dicha Ley, así como en el respectivo Estatuto y reglamentos que aprueben sus órganos de dirección.
El mismo precepto legal establece que son asuntos internos de los partidos políticos, los siguientes:
a) La elaboración y modificación de sus documentos básicos, las cuales en ningún caso se podrán hacer una vez iniciado el proceso electoral;
b) La determinación de los requisitos y mecanismos para la libre y voluntaria afiliación de los ciudadanos a éstos;
c) La elección de los integrantes de sus órganos internos;
d) Los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidatos y candidatos a cargos de elección popular;
e) Los procesos deliberativos para la definición de sus estrategias políticas y electorales y, en general, para la toma de decisiones por sus órganos internos y de los organismos que agrupen a sus militantes, y
f) La emisión de los reglamentos internos y acuerdos de carácter general que se requieran para el cumplimiento de sus documentos básicos.
De lo anterior, no se advierte que la AUTORIDAD RESPONSABLE vulnere su derecho de autoorganización y autodeterminación, pues los partidos políticos podrán determinar los procedimientos y requisitos para la selección de sus precandidaturas y candidaturas a cargos de elección popular en el Proceso Electoral Concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, es decir, el ACTO IMPUGNADO no constituye una modificación a los métodos de postulación de candidaturas de los partidos político; de ahí que resulte infundado lo alegado por la PARTE RECURRENTE. 
Por su parte, en el agravio identificado con el inciso f), la PARTE RECURRENTE manifiesta que la AUTORIDAD RESPONSABLE pretende establecer lineamientos, de manera totalmente extemporánea, toda vez que el Proceso Electoral inició el cuatro de octubre y transcurrieron en exceso los 90 días previos al inicio del proceso electoral, advirtiendo que la responsable se excedió en el ejercicio de sus facultades, realizándolo veintitrés días posteriores al inicio del proceso electoral, vulnerando así principios constitucionales y el principio de legalidad.
Este agravio deviene infundado, atendiendo a las siguientes consideraciones:
El artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la CONSTITUCIÓN FEDERAL establece que las leyes electorales, tanto federales como locales, deberán promulgarse y publicarse cuando menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales fundamentales, sin embargo, es necesario puntualizar qué se entiende por “modificaciones legales fundamentales”.
El Pleno de la SUPREMA CORTE ha establecido que una modificación a una ley electoral, sin importar su jerarquía normativa, será fundamental cuando tenga por objeto, efecto o consecuencia, producir en las bases, reglas o algún otro elemento rector del proceso electoral una alteración al marco jurídico aplicable a dicho proceso, mediante la cual se otorgue, modifique o elimine algún derecho u obligación de hacer, de no hacer o de dar, para cualquiera de los actores políticos, incluyendo las autoridades electorales.[footnoteRef:25] [25:  Jurisprudencia P./J. 87/2007, de rubro “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "MODIFICACIONES LEGALES FUNDAMENTALES", CONTENIDA EN LA FRACCIÓN II, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS” consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 563] 

Así, para la SUPREMA CORTE, las modificaciones legales no serán fundamentales, aun cuando se reformen preceptos que rigen el proceso electoral, si el acto legislativo no afecta los elementos rectores señalados, de forma que repercuta en las reglas a seguir durante el proceso electoral; por consiguiente, si las modificaciones tienen como única finalidad precisar y dar claridad a los supuestos normativos correspondientes desde su aspecto formal, la reforma no tendrá el carácter mencionado.
De lo anterior es dable concluir que, con la emisión del ACTO IMPUGNADO, no se alteró el marco jurídico aplicable a la postulación de candidaturas, sino que la AUTORIDAD RESPONSABLE, en pleno ejercicio de sus atribuciones, emitió las cuotas que estimó pertinentes para garantizar la inclusión de personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, en la postulación de candidaturas, en aras de lograr una verdadera democracia incluyente, protegiendo el principio constitucional de igualdad y no discriminación, sin transgredir los principios rectores de la materia electoral, como son la certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y objetividad, sino que por el contrario, la AUTORIDAD RESPONSABLE buscó garantizar un acceso real y efectivo de las personas pertenecientes a dicho grupo, a los cargos de elección popular.
De ahí que resulte infundado el agravio en estudio. 
Ahora bien, por lo que hace a los agravios identificados con los incisos a), b), y g), la PARTE RECURRENTE manifiesta que:
El ACTO IMPUGNADO carece de debida fundamentación y motivación, ya que la AUTORIDAD RESPONSABLE no realizó un análisis pormenorizado de los conceptos y condiciones necesarias propias de una comunidad indígena.
Señala además que la AUTORIDAD RESPONSABLE carece de facultades para determinar o imponer una cuota o número de representaciones, ya que la participación de Grupos de Atención Prioritaria en el Proceso Electoral 2023-2024 en Aguascalientes, debe tener el soporte suficiente que justifique la legal participación de la representación correspondiente, siempre y cuando se cuente con el porcentaje poblacional o número de personas pertenecientes a cierta comunidad específica y que esta forme parte de los grupos definidos como prioritarios. 
En ese sentido, manifiesta que la AUTORIDAD RESPONSABLE se limita al análisis del número de personas que se auto determinan como indígenas, pues en el ACTO IMPUGNADO se contemplan indígenas de diversas etnias que no son originarias del Estado de Aguascalientes, sino que han migrado y ahora forman parte de la sociedad del Estado, situación que dista mucho del concepto propio de formar parte de una comunidad que comparte condiciones históricas, modo de vida, organización, cosmovisión, usos y costumbres, ya que aunque se auto adscriban como indígenas, pertenecen a diversas etnias y culturas, por ser provenientes de lugares diversos del país, por lo que no basta con la auto determinación de las personas, sino que se requiere la condición especial referente a la convivencia bajo usos y costumbres.
Estos motivos de disenso son inoperantes, porque si bien la PARTE RECURRENTE controvierte el Acuerdo CG-A-59/23, mediante el cual, la AUTORIDAD RESPONSABLE aprobó la adenda a los Lineamientos del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, para la implementación de acciones afirmativas en favor de los grupos de atención prioritaria en la postulación de candidaturas, en el proceso electoral concurrente 2023-2024 en Aguascalientes, en cumplimiento a la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes en el expediente identificado con la clave TEEA-RAP-012/2023 y acumulados, estos argumentos se sustentan en cuestiones relacionadas con lo resuelto por este TRIBUNAL ELECTORAL en la Sentencia del veinticuatro de noviembre, la cual ya fue impugnada por la PARTE RECURRENTE y quedó firme, acorde con lo resuelto por la SALA MONTERREY en el expediente SM-JRC-51/2023.[footnoteRef:26] [26:  https://www.te.gob.mx/EE/SM/2023/JRC/51/SM_2023_JRC_51-1307271.pdf ] 

Lo anterior, pues en dicha Sentencia se señaló que la AUTORIDAD RESPONSABLE, debió realizar una recopilación exhaustiva, y solicitar datos al INE de la población indígena, así como al INEGI y otras autoridades que considere pertinentes, para determinar la densidad poblacional indígena más cercana a la realidad, en el Estado de Aguascalientes y Municipios, atendiendo al criterio de la autoadscripción de una persona a la comunidad indígena.
Además, en la misma Sentencia, este TRIBUNAL ELECTORAL se pronunció respecto a la migración y desplazamiento de personas indígenas, de sus lugares de origen, por diversos motivos, reconociendo que, aún y cuando actualmente no existen pueblos y comunidades indígenas asentados en el territorio del Estado, sí existen indígenas procedentes de otras entidades federativas o de otro país que transitan o residen temporal o permanentemente dentro del territorio del Estado, serán sujetos de las obligaciones y derechos de la presente Ley, reconociéndoles el derecho a la protección de sus costumbres, usos, tradiciones, lengua, religión, indumentaria y rasgos culturales.
De ahí que el momento oportuno para combatir estas consideraciones, haya sido cuando le fue notificada la sentencia a que se ha hecho mención, pues si bien los órganos jurisdiccionales deben estar disponibles para el gobernado, a efecto de resolver de manera efectiva el asunto planteado, lo cierto es que las partes deben observar los términos y requisitos para inconformarse contra las resoluciones que les causen un perjuicio, pues si se permitiera impugnarlas en cualquier momento, implicaría incertidumbre jurídica en los destinatarios de la función jurisdiccional, al no existir certeza sobre el momento en que procede o no la impugnación de las determinaciones que les causan perjuicio.[footnoteRef:27] [27:  Tesis 2019705 de rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE CONTROVIERTEN CUESTIONES DERIVADAS DE UNA SENTENCIA ANTERIOR Y QUE NO FORMARON PARTE DE LA LITIS CONSTITUCIONAL”, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 65, Abril de 2019, Tomo III, página 2000, de la Décima Época, Materia Común] 

Y en el caso, los agravios que señala la PARTE RECURRENTE se actualizaron desde la emisión de la Sentencia del veinticuatro de noviembre, sin que al impugnarla se haya inconformado al respecto, sino hasta que se dio cumplimiento a dicha Sentencia, por lo que es evidente que su derecho precluyó, al no haber formado parte de la litis planteada ante la SALA MONTERREY, por lo que los motivos de disenso en estudio resultan inoperantes.
Finalmente, el agravio marcado con el inciso g), tocante a que el porcentaje de la población que existe en el Estado, que se auto percibe como indígena, no cumple con el mínimo necesario para acceder a una representación directa de acuerdo al porcentaje requerido según la nueva distritación emitida en el Acuerdo INE/CG867/2022 del Consejo General del INE, pues en su Anexo 1 se determinó que no se cumplía con los requisitos para que existiera un distrito indígena, por lo que la AUTORIDAD RESPONSABLE excedió sus facultades al señalar un criterio diverso y contrario a lo establecido por el órgano nacional, resulta ineficaz en atención a las siguientes consideraciones:
En el agravio de referencia, la PARTE RECURRENTE se limita a exponer su informidad respecto del porcentaje de población que se auto percibe como indígena en el Estado de Aguascalientes, sin embargo, no señala las razones específicas por las que dicho porcentaje no constituye el mínimo indispensable para que este grupo de la población acceda a una representación directa, así como tampoco expresa cuál, a su consideración, es el porcentaje válido para establecer acciones afirmativas en favor de las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas.
Estos motivos de disenso expresados por la PARTE RECURRENTE constituyen manifestaciones genéricas, que, si bien permiten vislumbrar una inconformidad respecto a la determinación adoptada por la AUTORIDAD RESPONSABLE, lo cierto es que no permiten tener por agotada la carga procesal que le impone el artículo 302, fracción V del CÓDIGO ELECTORAL, que requiere que la expresión de los agravios permita identificar la posible ilegalidad en que incurrió la autoridad señalada como responsable.
La calificación que se otorga obedece a que, en el agravio en estudio, la PARTE RECURRENTE se limita a señalar que el porcentaje de la población que existe en el Estado, que se auto percibe como indígena, no cumple con el mínimo necesario para acceder a una representación directa de acuerdo al porcentaje requerido según la nueva distritación emitida en el Acuerdo INE/CG867/2022 del Consejo General del INE; no obstante, para tener por configurado el agravio de manera adecuada, el partido actor debió demostrar porqué el porcentaje de población indígena en el Estado era insuficiente para establecer cuotas en favor de este grupo de atención prioritaria, o bien, exponer los razonamientos necesarios para evidenciar que la determinación adoptada por la AUTORIDAD RESPONSABLE no fue idónea.[footnoteRef:28] [28:  Acorde con lo resuelto por la Sala Monterrey en los expedientes SM-JDC-147/2023 Y SM-JDC-148/2023 ACUMULADOS] 

No pasa desapercibido que mediante el Acuerdo INE/CG867/2022 al que hace referencia la PARTE RECURRENTE, el INE aprobó la demarcación territorial de los distritos electorales uninominales locales en que se divide el Estado de Aguascalientes y sus respectivas cabeceras distritales,[footnoteRef:29] atendiendo a los criterios establecidos en el diverso INE/CG1466/2021, específicamente al criterio 3, señalado por la PARTE RECURRENTE en su escrito de demanda, el cual consiste en que, de acuerdo con la información provista y las definiciones establecidas por el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, cuando sea factible, se delimitarán los Distritos Electorales federales y locales con municipios que cuenten con 40% o más de población indígena y/o afromexicana.[footnoteRef:30] [29:  Consultable en https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/147338/CGex202212-14-ap-21-1-Gaceta.pdf ]  [30:  https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/124715/CGor202108-27-ap-20-Gaceta.pdf ] 

Lo anterior, pues con la geografía electoral, mediante la delimitación de los distritos, se satisfacen cuatro propósitos:
1. Que cada voto emitido tenga el mismo valor, por servir para elegir un número similar de representantes;
2. Evitar que en la delimitación de los distritos prevalezcan motivos políticos que beneficien a un solo partido político;
3. Facilitar a la ciudadanía la emisión del sufragio, y la autoridad no tenga dificultades para recibir los expedientes de casilla y realizar los cómputos respectivos; y,
4. La homogeneidad de la población, con lo que se busca preservar la división geográfica preestablecida de barrios, colonias, delegaciones, municipios y la integridad de comunidades rurales e indígenas.
Como consecuencia de lo anterior, los distritos electorales se constituyen en ámbitos territoriales con elementos que tienden a reflejar una cierta unidad, con rasgos y características similares que se ven reflejados precisamente en el hecho de que el número de personas ciudadanas, ubicadas en un mismo distrito electoral y que participan en un determinado proceso electoral, sea muy parecido, atendiendo a aspectos socioculturales, densidad poblacional, movilidad demográfica, entre otros.[footnoteRef:31] [31:  Tesis LXXIX/2002 de rubro “GEOGRAFÍA ELECTORAL. CONCEPTO Y PROPÓSITOS”] 

Luego entonces, el partido actor parte de una premisa errónea, pues la AUTORIDAD RESPONSABLE estableció acciones afirmativas para lograr la participación efectiva de las personas indígenas en la vida política del Estado de Aguascalientes, para las cuales no es aplicable el criterio 3 referido en líneas anteriores, puesto que dicho porcentaje fue establecido con la finalidad de delimitar distritos electorales indígenas, tanto federales como locales, en los cuales, únicamente podrán ser postuladas candidaturas de personas indígenas. 
Finalmente, en cumplimiento al “Apartado III. Efectos de esta decisión” del Acuerdo Plenario de Reencauzamiento dictado por la SALA MONTERREY, en fecha veintiuno de diciembre, dentro de los autos del Juicio de Revisión Constitucional número SM-JRC-52/2023, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la emisión de esta Sentencia, infórmese de su cumplimiento primero vía correo electrónico a la cuenta cumplimientos.salamonterrey@te.gob.mx, luego en original o copia certificada por el medio más rápido.
III. SE RESUELVE
PRIMERO. Se desechan de plano los Juicios TEEA-JDC-028/2023, TEEA-JDC-029/2023 y TEEA-JDC-030/2023. 
SEGUNDO. Se confirma, en lo que fue materia de impugnación, el ACTO RECLAMADO.
TERCERO. Infórmese de la presente Sentencia a la SALA MONTERREY. 
NOTIFÍQUESE como en derecho corresponda.
En su oportunidad, archívese este asunto como total y definitivamente concluido.
Así lo resolvieron por unanimidad de votos las Magistraturas Héctor Salvador Hernández Gallegos, Magistratura que Preside, Magistrada Laura Hortensia Llamas Hernández y el Magistrado en funciones Néstor Enrique Rivera López, quienes actúan ante la Secretaría General de Acuerdos en funciones, quién autoriza y da fe. Conste.
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